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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, noviembre doce de dos mil nueve.

Acta No. 0067 de noviembre 12 de 2009.
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Procede la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, salvo el Magistrado Hernán Mejía Uribe quien manifestó su impedimento para conocer del presente asunto, a resolver dentro de la oportunidad prevista por el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, la impugnación presentada por la accionante, respecto de la sentencia dictada por la señora Jueza Primera Laboral del Circuito de Pereira, el 8 de octubre de este año, dentro de la acción de tutela instaurada por la señora MARÍA FABIOLA GIRALDO DE PARRA en nombre propio en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES. 
El proyecto presentado por el Ponente, fue aprobado por la Sala, tal como consta en el acta citada y corresponde a la siguiente,

SENTENCIA
Pretende la accionante que se tutelen sus derechos fundamentales “al debido proceso, mínimo vital, la igualdad, la subsistencia, la seguridad social, la tercera edad, la dignidad humana, conexivamente con el derecho a la vida” –sic-, los cuales están siendo vulnerados por el ISS al negarle el reconocimiento y pago de de su pensión de vejez, a pesar de haber cumplido con los presupuestos legales señalados en el Decreto 758 de 1990. Así mismo, pretende que en protección del debido proceso, se inaplique el artículo 3º del Decreto 510 de 2003, pues no es la normatividad que rige su caso, por ser beneficiaria de transición. Consecuencia de lo anterior, depreca que se ordene al ISS que revoque la Resolución mediante la cual le negó su pensión y en su lugar, se reconozca la misma.
Los fundamentos fácticos de estos pedidos, se puede sintetizar en los siguientes:  

La pretensora constitucional indica que el 7 de abril de 2006 presentó solicitud de pensión de vejez al ISS, al considerar que reunía los presupuestos señalados en el Acuerdo 049 de 1990 en concordancia con el artículo 36 de la Ley 100 de 1993. Lo anterior, pues había cumplido 55 años de edad y tenía más de 1.000 semanas cotizadas. No obstante lo anterior, el ISS expidió la Resolución No. 8316 de 2006, negando la prestación, alegando que no cumplía con la densidad de cotizaciones exigidas por la Ley, omitiendo contabilizar las semanas cotizadas entre marzo de 2003 y julio de 2006, por no haberse presentado cotizaciones simultáneas a salud, lo que se fundamentó en el Decreto 510 de 2003. Estima la accionante que el ISS incurrió en una vía de hecho, pues la ley que “la cobija” no exige los aportes concomitantes planteados, es decir, se trata de un presupuesto no previsto ni en la Constitución ni en la Ley.

Reitera que cuenta con más de 1000 semanas cotizadas en toda la vida laboral, que además se encuentra en estado de indefensión, pues pertenece a un grupo de especial protección, como lo es el de la tercera edad –cuenta con 78 años- y está viendo seriamente comprometida su dignidad, por lo que es la tutela el medio más eficaz para obtener la protección de su derecho fundamental. Finaliza reiterando la dificultad económica que actualmente se presenta, al punto que debió acudir a un préstamo, sin contar a la fecha con que cancelar el monto del mismo.

Mediante auto del 24 de septiembre de 2009, se avocó el conocimiento de la presente acción, dándose traslado al ISS, quien allegó escrito manifestando que el acto administrativo ha quedado en firme, pues se agotaron los recursos legales procedentes.

No existiendo más actuaciones pendientes, la Jueza a-quo emitió decisión judicial que puso fin a la primera instancia, en la cual negó el amparo solicitado, al encontrar que la actora no cumplía con los requisitos para acceder a la pensión de vejez, por lo que la negativa del ISS era plenamente justificada.

La accionante impugnó la decisión, manifestando que sí cumple con los presupuestos legales para acceder a la pensión de vejez. Critica el fallo de tutela, pues no analizó el hecho de que el ISS le estuviera desconociendo el real número de semanas cotizadas. Destaca que no se tuvieron en cuenta la totalidad de septenarios pagados al ente demandado, lo que sin duda constituye una vía de hecho. Aporta un nuevo informe de los períodos de cotización.
El recurso fue concedido y el expediente recibido en esta Sala, resolviéndose lo que corresponda con base en las siguientes, 

CONSIDERACIONES

Competencia.

Partiendo de los factores territorial y funcional de la competencia, esta Sala es la encargada de desatar la impugnación presentada contra el fallo de primer grado.

Problema jurídico.

El problema jurídico principal que corresponde responder a esta Colegiatura, puede sintetizarse en la siguiente pregunta:

¿Es posible que los entes administradores del sistema de pensiones, nieguen una pensión de vejez, aduciendo que no se pueden tener en cuenta unas semanas que efectivamente fueron canceladas, porque no se efectuaron cotizaciones en materia de salud?
Para resolver esta incógnita, antes que nada, resulta indispensable establecer la procedencia de la acción de tutela para lograr el reconocimiento y pago de derechos prestacionales.

Pues bien, jurisprudencialmente se ha trazado una línea uniforme, en el sentido de la improcedencia –como regla general- de la acción de tutela para lograr el reconocimiento y pago de derechos de carácter prestacional, como lo son por ejemplo, los derivados de la relación laboral o los que entrega el sistema de seguridad social. Sin embargo, existen excepciones a esa regla, que permiten que por esta vía se logre el amparo temporal y en algunas ocasiones hasta definitivo de ese tipo de derechos, al encontrarse que el titular no cuenta con un medio efectivo de protección y además están en serio peligro principios constitucionales como la dignidad humana. Vale la pena traer a colación un pronunciamiento del Tribunal Constitucional sobre el tema:

“La Jurisprudencia de la Corte ha señalado con relación al derecho a la seguridad social, que si bien no fue consagrado expresamente como una garantía fundamental en la Constitución, puede adquirir ese carácter cuando de acuerdo con las circunstancias particulares de cada caso, su no reconocimiento puede poner en peligro otros derechos, que sí tienen la característica de fundamentales como la vida, la dignidad humana, el mínimo vital, o las personas de la tercera edad, entre otros.[
] 

Ha dicho esta Corporación que en virtud del carácter subsidiario y residual, establecido para la acción de tutela en el artículo 86 de la Constitución Política, no es el mecanismo idóneo para resolver las controversias relativas al reconocimiento o reliquidación de prestaciones sociales. Solo admite su procedencia cuando el afectado no disponga de otro medio redefensa –sic- judicial, o cuando existiendo éste, se promueva como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.[
] 

En consecuencia, para la Corte la regla que restringe la protección de los derechos de carácter prestacional por vía de tutela, admite excepciones y procede su reconocimiento por el juez constitucional como mecanismo transitorio, caso en el cual debe acreditarse la existencia de un perjuicio irremediable o cuando la acción judicial ordinaria resulta ineficaz para otorgar una protección inmediata, de acuerdo con las circunstancias específicas de cada caso.   

Esta Corporación ha trazado una línea jurisprudencial sobre la valoración de la eficacia del medio judicial, en el sentido que debe poseer al menos la misma fuerza que por su naturaleza tiene la acción de tutela en materia de protección inmediata de derechos constitucionales fundamentales.[
] 

Ha considerado esta Corporación que la tardanza o demora en la definición de los conflictos relativos al reconocimiento y reliquidación de la pensión a través de los mecanismos ordinarios de defensa,  puede llegar a afectar los derechos de las personas de la tercera edad al mínimo vital, a la salud, e incluso a su propia subsistencia, lo que en principio justificaría el desplazamiento excepcional del medio ordinario y la intervención plena del juez constitucional, precisamente, por ser la acción de tutela un procedimiento judicial preferente, breve y sumario de protección de los derecho fundamentales.[
] 

Podemos concluir entonces, que esta Corporación ha señalado la protección excepcional del derecho a la pensión de dos formas (i) de manera definitiva y (ii) de manera transitoria como mecanismo para evitar un prejuicio irremediable, señalando los presupuestos que se deben cumplir para tener derecho a uno u otro conforme al artículo 86 de la Constitución.    

Para la garantía definitiva del reconocimiento a la pensión de jubilación o vejez por tutela, esta Corporación ha señalado los siguientes: (i) no existencia de mecanismos de defensa judiciales o acreditación de la falta de idoneidad y eficacia de los mismos; (ii) se esté ante sujetos de especial protección constitucional como las personas de la tercera edad o en circunstancias de debilidad manifiesta o en  condiciones de  vulnerabilidad; (iii) se afecten derechos fundamentales, en particular el mínimo vital, o se estructure una vía de hecho[
]; (iv) se hubiere desplegado cierta actividad administrativa o judicial o resultare imposible hacerlo por motivos ajenos al peticionario, y (v) el no reconocimiento se motive en una actuación claramente ilegal o inconstitucional o que desvirtúe en principio la presunción de legalidad.[
] 

En cuanto a la protección transitoria,[
]se deben cumplir los siguientes requisitos: (i) acreditar la ineficacia del medio de defensa judicial; (ii) se esté frente a sujetos de especial protección constitucional como las personas de la tercera edad o en circunstancias de debilidad manifiesta o en condiciones de vulnerabilidad; (iii) afectación de derechos fundamentales como la subsistencia digna, el mínimo vital y la salud o actos constitutivos de vías de hecho; (iv) la actuación es claramente ilegal o inconstitucional o desvirtúe en principio la presunción de legalidad; (v) desplegar un mínimo de actividad administrativa o judicial o fuere imposible hacerlo por motivos ajenos al peticionario; y (v) –sic- acreditar los presupuestos del perjuicio irremediable como son la inminencia, la gravedad, la urgencia e impostergabilidad de la acción[
]”
. 

Como se evidencia –entonces-resulta importante que se acredite, aparte de otros presupuestos, la inidoneidad de la acción con la que cuenta el titular del derecho, para que proceda el amparo tutelar.

Ya pasando a estudiar el tema central de debate, debe partirse de que el derecho a obtener la pensión de vejez, está supeditado al cumplimiento de una serie de presupuestos establecidos por el legislador, como lo son el cumplir determinada edad y alcanzar un número mínimo de cotizaciones en el régimen de prima media con prestación definida o tener determinado capital ya avistando el asunto desde el punto de vista del régimen de ahorro individual. Obviamente, resulta indispensable que el afiliado satisfaga plenamente estos presupuestos para que pueda acceder a la pensión de vejez. 
Ese derecho a obtener la pensión de vejez, cuando la persona ya cumplió la totalidad de los presupuestos legales, pasa a ser susceptible de amparo constitucional, en aquellos eventos en que el ente encargado de su reconocimiento no lo hace. Y esa posibilidad de amparo, además, se funda en la importancia que cobra esta prestación en las personas de la tercera edad, que son los beneficiarios de la misma, pues se convierte en su única fuente de sustento y en el camino adecuado para lograr llevar una vida dentro del marco de dignidad que refiere el texto constitucional de 1991. En este punto, pues, se convierte en una obligación de los entes que administran el sistema pensional, reconocer y pagar en forma oportuna, las pensiones de vejez y si se niegan a hacerlo, a pesar de cumplirse con los presupuestos legales para ello, estarían incurriendo en una evidente “vía de hecho”, máxime cuando exigen mayores presupuestos que los señalados en la Constitución y la Ley.
Ahora, es bueno precisar que dentro del sistema de seguridad social en pensiones existen multiplicidad de afiliados que tiene especiales características, como lo son, por ejemplo, aquellas personas que cotizan en calidad de servidores públicos, trabajadores particulares y trabajadores independientes. La Ley 797 de 2003, quiso unificar los criterios en cuanto a la base de cotización de los diferentes grupos de afiliados que existen, por eso en el artículo 5º, que modificó el 18 de la Ley 100 de 1993, estableció lo siguiente:

“Ley 797 de 2003. Artículo 5. El inciso 4 y parágrafo del artículo 18 de la Ley 100 de 1993 quedarán así:

 Artículo 18. Base de Cotización. La base para calcular las cotizaciones a que hace referencia el artículo anterior, será el salario mensual.

El salario base de cotización para los trabajadores particulares, será el que resulte de aplicar lo dispuesto en el Código Sustantivo del Trabajo.

El salario mensual base de cotización para los servidores del sector público, será el que señale el Gobierno, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 4a. de 1992.

El límite de la base de cotización será de veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales vigentes para trabajadores del sector público y privado. Cuando se devenguen mensualmente más de veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales vigentes la base de cotización será reglamentada por el gobierno nacional y podrá ser hasta de 45 salarios mínimos legales mensuales para garantizar pensiones hasta de veinticinco (25) salarios mínimos legales.

Las cotizaciones de los trabajadores cuya remuneración se pacte bajo la modalidad de salario integral, se calculará sobre el 70% de dicho salario.

En todo caso, el monto de la cotización mantendrá siempre una relación directa y proporcional al monto de la pensión.

PARÁGRAFO 1o. En aquellos casos en los cuales el afiliado perciba salario de dos o más empleadores, o ingresos como trabajador independiente o por prestación de servicios como contratista, en un mismo período de tiempo, las cotizaciones correspondientes serán efectuadas en forma proporcional al salario, o ingreso devengado de cada uno de ellos, y estas se acumularán para todos los efectos de esta ley sin exceder el tope legal. Para estos efectos, será necesario que las cotizaciones al sistema de salud se hagan sobre la misma base.

En ningún caso el ingreso base de cotización podrá ser inferior a un salario mínimo legal mensual vigente. Las personas que perciban ingresos inferiores al salario mínimo legal mensual vigente, podrán ser beneficiarias del Fondo de Solidaridad Pensional, a efectos de que éste le complete la cotización que les haga falta y hasta un salario mínimo legal mensual vigente, de acuerdo con lo previsto en la presente ley”-destacado de la Sala-.

Esta norma fue objeto de reglamentación por parte del Gobierno, mediante el Decreto 510 de 2003, que en su canon 3º señala:

“Decreto 510 de 2003. Artículo 3. La base de cotización del Sistema General de Pensiones será como mínimo en todos los casos de un salario mínimo legal mensual vigente, y máximo de 25 salarios mínimos legales mensuales vigentes, límite este que le es aplicable al Sistema de Seguridad Social en Salud. Este límite se aplicará a las cotizaciones cuyo pago debe efectuarse a partir del mes de marzo.

La base de cotización para el Sistema General de Pensiones deberá ser la misma que la base de la cotización del Sistema General de Seguridad Social en Salud, salvo que el afiliado cotice para el Sistema General de Pensiones sobre una base inferior a la mínima establecida para el Sistema General de Seguridad Social en Salud.

PARÁGRAFO. Cuando una persona dependiente deba realizar cotizaciones adicionales como independiente o por prestación de servicios, para los efectos del parágrafo primero del artículo 5 de la Ley 797 de 2003, que modifica el artículo 18 de la Ley 100 de 1993, deberá informar en los formatos que para tal efecto establezca la Superintendencia Bancaria, el ingreso que efectivamente perciba, manifestando la fuente de sus recursos.

Con el propósito de que estos ingresos se acumulen para la liquidación de la pensión, sobre los mismos debieron haberse realizado los aportes al Sistema de Seguridad Social en Salud. De ser diferente la base de cotización, los aportes que excedan los realizados al Sistema de Seguridad Social en Salud, no se tendrán en cuenta para la liquidación de la pensión y le serán devueltos al afiliado con la fórmula que se utiliza para el cálculo de la indemnización sustitutiva o la devolución de saldos”-negrilla para destacar-.

Se observa en estas normas, que ambas propenden porque la base sobre la cual se cotiza en materia de pensiones, sea igual a la que sirve de base para cotizar en materia de salud, lo que supone que deba cotizarse en salud y pensiones, para lograr que estas últimas cotizaciones se adicionen o hagan parte del acumulado para efecto pensional. Esta normatividad, valga precisarlo, recientemente fue objeto de estudio por esta Colegiatura
, llegándose a la conclusión que la misma aplica para todo tipo de afiliados al sistema de seguridad social. Sin embargo, en ningún caso establecen las normas referidas, que en caso de que la persona no hubiere efectuado cotizaciones al sistema de salud, las semanas en las cuales efectuó pagos al sistema pensional –exclusivamente- no puedan ser contabilizadas para efectos de acceder al derecho, es decir que, si los entes de seguridad social dejan de contabilizar estos presupuestos, se estaría ante una sanción que no está establecida en la Ley, por lo que su imposición desconocería el principio de legalidad que debe regir las normas de carácter sancionatorio. Lógicamente, si algún ente de la seguridad social impone tal gravamen a las personas, su actuar estaría absolutamente desviado del marco legal y, por tanto, carecería de legitimidad, incurriendo en una actuación desbordada que afectaría el debido proceso y, por tanto, ante el compromiso de un derecho fundamental, haría perfectamente viable acudir a la acción de tutela.

Sobre el tema ya ha sentado la Corte Constitucional su posición, la cual se traerá a colación, para una mejor comprensión de la presente decisión:

“En las normas citadas [Art. 5º L797/2003 y Art. 3º Dcto. 510/2003] no se ordena que las cotizaciones realizadas por una persona al Sistema General de Pensiones en calidad de independiente no sean tenidas en cuenta por el hecho de no haber cotizado dicha persona al Sistema de Salud. La referida norma se aplica a una hipótesis diferente: cuando una persona que esté cotizando como dependiente deba realizar cotizaciones adicionales como independiente o por prestación de servicios. Dicha situación no se presenta en este caso, ya que la accionante cotizó al Sistema General de Pensiones en calidad de independiente, únicamente. La norma invocada también busca que la base de cotización para pensiones y para aportes en salud sea semejante. Cuando no lo sea, la consecuencia prevista en la norma no es la pérdida del derecho, sino que el excedente, sólo este, no sea contabilizado para determinar la pensión y le sea devuelto al cotizante. 

Por lo tanto, se tiene que en el presente caso la entidad accionada no sólo estableció requisitos adicionales a los consagrados en la Constitución y la Ley para estudiar el reconocimiento y pago de la pensión de jubilación de la actora, sino que además impuso una consecuencia demasiado onerosa que tampoco está prevista en las normas vigentes. Esto vulnera el derecho al debido proceso, ya que desconoce el principio de legalidad, que es uno de los elementos constitutivos de este derecho”
 –negrillas para destacar-.

Es claro, como ya se dijo, que la Ley no impone sanción alguna por el no pago de cotizaciones al sistema de seguridad social en salud, conjuntamente con las de pensiones, por lo que mal podría el operador judicial o administrativo “crear” una punición por vía interpretativa, pues se afectaría el debido proceso del afiliado.

Con estas bases, pasará la Sala a analizar el caso concreto.

Se tiene que la señora Giraldo de Parra elevó solicitud al ISS, pidiendo que se le reconozca y pague su pensión de vejez, petición que fue negada por el ente, mediante acto administrativo No. 8316 de 2006 –fls. 14 y ss-, aduciendo que no tenía la densidad de semanas exigidas en el artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, el cual es el régimen aplicable por transición.

El argumento central expuesto por el ISS, está constituido por la negativa de contabilizar las semanas cotizadas entre el mes de marzo de 2003 y julio de 2006, porque durante ese mismo período no se efectuaron aportes en salud, apoyándose en el Decreto 510 de 2003.
Pues bien, conforme a lo expresado anteriormente, está determinación del ISS desborda el marco legal, pues como se vio, tal consecuencia de no contabilizar las semanas en materia de pensiones, no se atiene a una medida del legislador, sino que es una concepción abiertamente equivocada del ente administrador, resultando por ende, lesiva de las garantías fundamentales de la pretensora en tutela.

Por tal motivo, le asiste plena razón a la impugnante, en cuanto pretende que se tutelen sus derechos fundamentales, pues los mismos se encuentran conculcados por el ente de seguridad social, siendo indispensable que por vía de tutela se corrija esta situación.
Ahora, vislumbrada la necesidad de amparar los derechos de la actora, se abre paso otro interrogante: ¿Debe dicha protección hacerse de forma transitoria o permanente?.     

Al inicio del cuerpo considerativo de esta providencia, se citó un pronunciamiento en el cual la Corte Constitucional había precisado unos requisitos que debían cumplirse para proceder a la salvaguarda de garantías prestacionales en uno u otro sentido, por lo que el análisis de este Juez Colegiado, se contraerá a verificar el cumplimiento de tales presupuestos.
Pues bien, luego de llevar a cabo dicho análisis en el sub-judice, la Sala estima que el amparo, en el presente asunto, debe ser definitivo porque, antes que nada la titular del derecho es persona de especial protección, ya que se trata de una adulta mayor, que cuenta en la actualidad con 78 años de edad
, que no tiene posibilidad de proveerse su sustento por otro medio, que además se encuentra en serías dificultades económicas para adquirir su alimento y sus medicamentos, lo que la pone en circunstancias de debilidad manifiesta, situación que también, desdice de la efectividad de las acciones legales existentes. Aparte de lo anterior, la actuación del ISS se enmarca dentro de una clara “vía de hecho”, pues como se dijo, la decisión carece de fundamento legal, la cual trató de ser contrarrestada por la petente mediante el agotamiento de los recursos de la vía gubernativa, pero no le fue posible. Finalmente, debe precisarse que se encuentra plenamente acreditado que la actora cuenta con la edad y el número de semanas necesario (1.040 semanas fl. 73) para acceder a la pensión de vejez, de conformidad con el Acuerdo 049 de 1990, aplicable por transición.
Corolario de lo anterior, se observa que la dispensadora de justicia a-quo, dejó de analizar los reales aspectos que motivaban la solicitud de tutela, por lo que erró en la formulación del dilema jurídico planteado, incurriendo –consecuentemente- en un errado desarrollo del mismo y, obviamente, arribando a una conclusión equivocada, como lo fue el negar el amparo judicial pretendido, cuando la verdad, la situación fáctica que se le puso de presente demostraba, como se concluye con este fallo, que sí existían serías irregularidades que ameritaban la protección del Juez constitucional.

Se revocará pues la decisión y se tutelarán los derechos fundamentales a la seguridad social, al mínimo vital, a la dignidad humana y al debido proceso y se ordenará a la respectiva división del ISS que reconozca la pensión de vejez.     
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral de Decisión del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Pereira, administrando Justicia en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución Política de Colombia,

FALLA
REVOCAR la sentencia impugnada y en su lugar:
PRIMERO: CONCEDER el amparo de tutela pretendido por la señora María Fabiola Giraldo de Parra, respecto de sus derechos fundamentales a la seguridad social, la dignidad humana, el mínimo vital y el debido proceso.

Consecuencia de lo anterior, se ordena a la Jefe de Pensiones del Instituto de Seguros Sociales que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de este fallo, expida acto administrativo en el cual reconozca la pensión de vejez a la actora, contabilizando para ello las semanas cotizadas entre el mes de marzo de 2003 y junio de 2006.

SEGUNDO: Notifíquese la presente decisión a las partes, por el medio más expedito.
TERCERO: REMÍTANSE  las diligencias a la Corte Constitucional para su eventual revisión.    
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON


    HERNÁN MEJÍA URIBE










     IMPEDIDO
CONSUELO PIEDRAHITA ALZATE
Secretaria
Tema: No pueden los entes administradores del sistema de seguridad social negar el reconocimiento de las prestaciones que correspondan, mas que por el incumplimiento de los requisitos legales para ello, es decir, por no contar con la edad o las semanas requeridas o no tener el capital necesarios, según el caso. Toda actuación que haga exigencias adicionales a estas, constituye una vía de hecho, que puede ser debatida por medio de la acción de tutela. Ninguna norma exige que deban efectuarse cotizaciones a salud y a pensiones para que estas últimas sean validadas.








� Artículos 1°, 11, y 46 de la Constitución Política. Ver  Sentencias T- 356 de1993, M.P. Hernando Herrera Vergara.   


� Ver Sentencias T-055 de 2006, M.P. Alfredo Beltrán Sierra.


� Ver Sentencias T-414 de 1992, MP Ciro Angarita Barón, T-398 de 2001, MP Álvaro Tafur Galvis y T- 076 de 2003, MP Rodrigo Escobar Gil.


� Ver Sentencia T- 083 de 2004, MP Rodrigo Escobar Gil.


� Ver sentencias T-1309 de 2005, M.P. Rodrigo Escobar Gil; T-236 de 2006, M.P. Alvaro Tafur Galvis. 


� Ver sentencias T- 056 de 2006, M.P. Alfredo Beltrán Sierra; T-668 de 2007, Clara Inés Vargas Hernández; T-799 de 2007, M.P. Jaime Córdoba Triviño, T-284 de 2007, M.P. Jaime Córdoba Triviño. 





� Artículo 86 de la Constitución…Esta acción (la tutela) solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.


� T-284 de 2007, T-184 de 2007, T-149 de 2007, T-229 de 2006, T-203 de 2006, T-008 de 2006, T-1160 de 2005, T-1309 de 2005, T-606 de 2005 y T-159 de 2005.


� Sentencia T-526 de 2008. 


� Sentencia del 29 de octubre de 2009. Rad. 66001-31-05-004-2008-00257-01. M.P. FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES. 


� Sentencia T-072 de 2008.


� Según partida de bautismo anexa a la petición de amparo (fl. 12), la actora nació el 12 de febrero de 1931.
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